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I N V E S T I G A C I Ó N  &  A N A L I S I S
¿Foros a la carta  
o difusión de políticas?  
Algunas líneas teóricas sobre la resolución 
de disputas territoriales en América 
Latina a través de procedimientos 
judiciales y arbitraje internacional
Arturo C. Sotomayor Velázquez
En los últimos años un número considerable de países latinoamericanos 
han acudido a la Corte Internacional de Justicia (CIJ) para dirimir 
disputas territoriales y marítimas.  De hecho, desde 1986 la Corte 
ha asumido bajo su jurisdicción casi todas las disputas territoriales y 
marítimas existentes en América Central, con excepción del diferendo 
Guatemala-Honduras.  De tal forma, El Salvador y Honduras han re-
currido a la Corte en dos instancias para delinear su frontera marítima 
por el mar Caribe.1  Costa Rica y Nicaragua acudieron a ese mismo 
órgano para dirimir su disputa por los derechos de navegación del Río 
San Juan.2  Mientras que Nicaragua sometió su caso a la Corte para 
resolver la disputa con Colombia por la soberanía de las islas de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina.3  Asimismo, en América del Sur, 
Perú inició procedimientos legales para resolver ante la CIJ su querella 
marítima en el Pacífico con Chile.4  En tanto que Guatemala y Belice 















preparan a sus respectivos equipos legales para llevar su diferendo 
territorial ante la Haya.  
El hecho que diversos países latinoamericanos acudan al máximo ór-
gano jurídico de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) para 
resolver controversias territoriales y marítimas históricas plantea por 
los menos tres tipos de enigmas para los estudiosos de las relaciones 
internacionales y el derecho internacional público.  Primero, ¿por qué 
ciertos países latinoamericanos hoy acuden a la Corte cuando por déca-
das ignoraron ese foro?  Segundo, ¿por qué esos mismos países eluden, 
en general, utilizar los mecanismos regionales de solución de disputas y 
prefieren en cambio utilizar foros globales, como la CIJ?  Tercero, ¿por 
qué la Corte y no otros foros y tribunales globales, como el Tribunal 
Internacional del Derecho del Mar de la ONU, en Hamburgo?
El acto de seleccionar foros o tribunales es una práctica común del 
derecho privado. Según la jerga jurídica, la búsqueda de un foro de 
conveniencia es conocido como forum shopping, se trata de una prác-
tica surgida en Estados Unidos que consiste en la elección del foro o 
jurisdicción más favorable para el interesado.  Esta misma acepción 
de shopping como búsqueda interesada o de conveniencia se da en 
otras colocaciones como court shopping.  Forum Shopping o búsqueda 
de un foro de conveniencia asume la posibilidad de elección racional, 
según la cual existen diversos foros a la carta para dirimir disputas. 
De tal forma, los actores involucrados en disputas jurídicas tenderán a 
preferir aquellos foros que le son favorables, ya sea por su constitución 
y procedimientos, o porque les imponen menores costos jurídicos.  Se 
trata pues de una estrategia legal con consecuencias jurídicas, tales 
como la yuxtaposición de jurisdicciones, tribunales y tratados; así 
como la posibilidad de que las partes lleven sus casos ante diferentes 
cortes simultáneamente, mejor conocido como litigación secuen-
cial.5 La lógica del forum shopping se da frecuentemente en disputas 
financieras y comerciales; sin embargo, poco se sabe sobre la elección 
de foros jurídicos en disputas territoriales. A diferencia de los con-
flictos comerciales, adonde un país puede recurrir a foros bilaterales, 
regionales (tipo NAFTA) o globales (tipo Organización Mundial del 
Comercio); los conflictos territoriales involucran más que ganancias o 
pérdidas monetarias.  Las disputas sobre soberanía territorial y marítima 
pueden provocar conflictos militarizados e incluso escalar en guerras, 















pues tocan temas sensibles que definen incluso identidades naciona-
les.6  Por tanto, los países que desean dirimir disputas territoriales y 
marítimas deben, en teoría, elegir estratégicamente el foro de solución 
de controversias para evitar incitar innecesariamente los sentimientos 
nacionalistas sobre los cuales descansan esos diferendos de territorio.
Según el modelo de búsqueda de foros de conveniencia los estados 
tienen en su haber un menú de opciones que incluyen la solución 
bilateral a través de tratados, la intermediación de terceros países a 
través de buenos oficios y mediación, la intermediación regional vía 
foros regionales y globales, así como el arbitraje y la solución jurídica 
de controversias a través de cortes y tribunales internacionales.  Los 
primeros tres métodos de solución de controversias involucran métodos 
diplomáticos formales o informales. El último medio, sin embargo, 
requiere que los estados acudan a procedimientos legalmente vincu-
lantes bajo el derecho internacional público y dentro de la jurisdicción 
de mecanismos formales, los cuales incluyen tribunales y cortes, como 
la CIJ.  
En este ensayo se evalúan cuatro hipótesis teóricas sobre la elección 
de foros para la solución de disputas territoriales en América Latina. 
Dichas hipótesis incluyen la elección racional, los sistemas legales 
codificados, la legitimidad internacional del foro y la difusión de políti-
cas.  En el desarrollo de este ensayo se demuestra que las tres primeras 
hipótesis resultan insuficientes para explicar los enigmas planteados 
por las estrategias legales de los países de América Latina que han 
acudido a la CIJ.  En su lugar, se argumenta que la elección de foro 
está influida por la difusión y emulación de políticas entre países con 
proximidad geográfica, lo cual contradice la noción de que la selección 
de foro corresponde a un diseño racional y estratégicamente calculado 
por los disputantes. 
El  estudio sobre la búsqueda de foros basado en el testeo de explicaciones 
teóricas ofrece varias ventajas.  Primero, esta investigación echa luz sobre 
el fenómeno conocido comúnmente como la “legalización de la política 
internacional”, la cual incluye la explosión de tratados legales y el uso de 
foros judiciales en materia internacional.7  Segundo, este estudio explora 
la relación entre foros globales y regionales al analizar su compatibilidad y 
disponibilidad.  Es decir, si la disponibilidad de foros globales incrementa 
o disminuye el uso de foros regionales.  Finalmente, si bien existe una 















abundante literatura legal sobre búsqueda de foros de conveniencia, 
poco se conoce sobre las motivaciones políticas de los disputantes.  De 
tal forma, este artículo provee los argumentos políticos que explican el 
uso y la selección de ciertos foros globales sobre otros organismos regio-
nales e internacionales. La delegación de autoridad jurídica a un tribunal 
internacional no es meramente un acto jurídico, es también una acción 
política con repercusiones para los estados y las organizaciones internacio-
nales.  Como sostiene el teórico Robert Keohane, “… las formas legales 
no determinan necesariamente los procesos políticos.   Es la interacción 
entre lo legal y lo político, no la acción de uno sobre otro, lo que genera 
decisiones y determina su efectividad.”8  Por lo tanto, este ensayo ofrece 
una explicación política sobre la elección de foros de solución de disputas 
territoriales en la región latinoamericana.  
Los hallazgos de esta investigación están basados en fuentes primarias 
y secundarias, así como en entrevistas confidenciales realizadas a di-
plomáticos y funcionarios de organismos internacionales en el 2008 en 
la Ciudad de México, Nueva York y Washington, D.C. El ensayo está 
dividido en dos partes. La primera sección somete a prueba y discute 
críticamente tres explicaciones teóricas sobre la selección de foros. 
La segunda sección explica cómo la difusión y proximidad geográfica 
influyen en la selección de foros de disputas.
Búsqueda de foros de conveniencia:  
Tres hipótesis alternas
La ciencia política y los estudios jurídicos proveen diferentes explica-
ciones teóricas para entender por qué los estados prefieren ciertos foros 
sobre otros.  Existen al menos tres enfoques teóricos sobre este fenóme-
no, incluyendo las explicaciones racionales sobre el diseño institucional, 
los argumentos sobre tradiciones y sistemas legales internos, así como 
los análisis constructivistas sobre legitimidad internacional.
El diseño racional de instituciones
El diseño racional de instituciones es el proyecto de investigación más 
reciente basado firmemente en la elección racional que busca explicar 
la variedad de diseños y tipos de organizaciones internacionales. En 















su intento por explicar por qué diversas instituciones internacionales 
están organizadas en tan diferentes y radicales formas, los seguidores 
de este enfoque argumentan que los estados ponen especial atención 
al diseño institucional. Desde este enfoque, los países discriminan 
racionalmente entre diversas organizaciones basados en las caracte-
rísticas institucionales que éstas poseen, incluyendo su membresía, 
enfoque, centralización, control y flexibilidad.  De cierta forma, la 
búsqueda de foros de conveniencia es el producto de un mecanismo 
de mercado, donde diferentes formas de solución de controversias son 
ofrecidos, en tanto que los disputantes seleccionan el foro basados en 
su diseño, atributos y debilidades institucionales.  Dos dimensiones 
institucionales dominan la literatura sobre el diseño y el menú de foros: 
flexibilidad y centralización.9
Por ejemplo, para Marc L. Busch, cuyo estudio está basado en la bús-
queda de foros de solución de disputas comerciales, la elección final 
está determinada por la capacidad del foro para establecer precedentes 
regionales o multilaterales.  Así pues, el foro preferido es aquel que 
facilita futuras litigaciones e incita la solución ex ante de disputas con 
relación a otros miembros de la misma organización.10  Siguiendo esta 
línea de argumentación, Beth Simmons sostiene que la solución de 
disputas territoriales sirve como precedente para resolver otras dife-
rencias, incluyendo la búsqueda de mejora del intercambio comercial. 
Así pues, consideraciones sobre inversiones o comercio fronterizo 
constituyen una razón dirimente a la hora de seleccionar un foro para 
resolver una disputa territorial.  La adopción de un foro, como la CIJ, 
deja un precedente legal poderoso para dirimir otras disputas similares 
con otros países y sirve también de guía para resolver otros conflictos 
entre disputantes.11
Por el contrario, para autores como Walter Mattli, los atributos ins-
titucionales como la flexibilidad y la centralización explican mejor 
la selección del foro.  En su estudio sobre solución de disputas entre 
firmas privadas, Mattli encuentra que la flexibilidad institucional a 
menudo determina el tipo de arbitraje.  Aquellos foros que ofrecen 
flexibilidad en sus procedimientos son preferidos sobre aquellos que son 
inflexibles en sus reglas.  La flexibilidad institucional incluye atributos 
tales como la libertad del disputante para determinar el número de 
árbitros, el nombramiento de jueces, el lugar de arbitraje o los poderes 















del tribunal.  Asimismo, la capacidad para centralizar la información 
suele ser favorecida sobre otras cualidades y atributos institucionales. 
Los foros regionales usualmente centralizan más la información que 
los globales en virtud de que su organización está basada en la cen-
tralización de destrezas, conocimientos técnicos y experticia regional; 
a diferencia de los foros globales, cuyo conocimiento es más difuso y 
descentralizado.12
Si bien las explicaciones basadas en el diseño racional de instituciones 
echan luz para entender el proceso de selección de foros, al enfocarse 
en los atributos institucionales que a su vez pueden ser medidos y 
comparados entre diferentes tipos de instituciones, su lógica explica-
tiva resulta insuficiente para entender el enigma latinoamericano en 
materia de disputas territoriales.  El uso de precedentes legales puede 
influir las disputas comerciales, pero difícilmente influye las disputas 
basadas en derecho internacional público.  La CIJ no está basada en 
el principio del precedente legal (stare decisis), lo cual implica que su 
jurisdicción e incluso sus sentencias no están influidas por los casos 
anteriormente presentados.  Cierto, la Corte suele ser consistente en 
sus resoluciones, pero la solución de una disputa territorial difícilmente 
determina la forma en que sus jueces habrán de solucionar otro diferen-
do territorial, por similar o parecido que éste sea con respecto a otros 
casos.13 De hecho, más de un estado disputante ha sido sorprendido 
por la sentencia final de la CIJ.  De tal forma, la lógica del precedente 
legal difícilmente explica el foro de selección.   
Por otro lado, la flexibilidad institucional es un atributo institucional 
de peso, pero no por las razones que articula la literatura racional.  En 
su análisis sobre instituciones hemisféricas, Jorge Domínguez sostiene 
que las organizaciones regionales han sido flexibles al punto que se 
han vuelto ineficientes.14 Arie M. Kacowicz considera que los países 
latinoamericanos diseñaron instituciones con varias formas legales, solo 
para desecharlas por organizaciones menos legales; así pues América 
Latina ha sido formal y legalista en sus principios, pero informal y 
pragmática en su actuación.15  
Lo interesante y a la vez irónico del caso latinoamericano es que a 
pesar de toda la flexibilidad institucional que ofrecen los mecanis-
mos de solución de controversias regionales, éstos rara vez han sido 
utilizados para dirimir disputas de tipo territorial o marítima.  Por 















ejemplo, la OEA posee el Fondo de Paz, creado en 2000 por una 
iniciativa canadiense e impulsado por el Embajador Luigi Einaudi, 
entonces Secretario General interino de la Organización.  Su misión 
consiste en suministrar recursos y asistencia para ayudar a los países 
a resolver de manera pacífica sus disputas territoriales, e incluye los 
gastos de litigio y el pago de despachos de abogados.  Los medios que 
el Fondo de Paz posee para resolver disputas territoriales son suma-
mente flexibles e incluyen la mediación, el arbitraje, los buenos oficios 
y la observación internacional.  No obstante, desde su creación, solo 
Belice y Guatemala han firmado un acuerdo marco de negociación y 
medidas de confianza mutua dentro del Fondo de Paz de la OEA para 
encontrar una resolución definitiva de su diferendo territorial.  La OEA 
apoyó este proceso prestando no sólo asistencia técnica, sino recursos 
monetarios para financiar el litigio.  A pesar de toda su flexibilidad, 
centralización e incluso incentivos monetarios, la OEA fue incapaz 
de resolver la disputa entre estos vecinos centroamericanos y hoy 
Guatemala y Belice están a punto de presentar sus casos ante el foro 
más inflexible y descentralizado de todos, la CIJ.
Si teóricamente la flexibilidad es el mecanismo institucional preferido, 
entonces prácticamente los estados deberían alejarse de la CIJ.  De 
todas las opciones institucionales disponibles (bilaterales, regionales, 
globales o jurídicas), la Corte ofrece el mayor tipo de inflexibilidad. 
En La Haya, los disputantes pueden elegir un solo juez ad hoc; el resto 
está determinado por reglas que en su mayoría son inflexibles.  Los 
disputantes deben acudir a La Haya a presentar sus casos, en tanto 
que el derecho internacional público es el único tipo de derecho apli-
cable.  A esto se deben considerar los costos de litigio que incluyen 
la contratación de despachos de abogados litigantes en Nueva York o 
Washington, así como el ejército de consultores y asesores jurídicos 
que llevan el caso a nombre de los disputantes.  Por otro lado, si la 
capacidad de centralizar la información es determinante en la selección 
del foro, entonces los estados deberían preferir los foros regionales, 
pues al ser locales poseen mayor conocimiento y experticia regional. 
No obstante, a pesar de la flexibilidad y la centralización de los foros 
regionales, éstos difícilmente son invocados por sus miembros para 
dirimir disputas territoriales; en tanto que foros inflexibles y descen-
tralizados, como la CIJ, son comúnmente utilizados por los países 
de la región.















Los sistemas legales y su influencia en la elección de foros
Una segunda corriente teórica disponible está basada en la tradición 
legal y jurídica de los disputantes en cuestión.  Tanto los académicos 
legales, como algunos politólogos encuentran que la base de toda elec-
ción se encuentra en las características internas de los propios actores 
involucrados en las disputas.  Desde este enfoque, los estados usual-
mente prefieren aquellos foros internacionales que mejor reflejan sus 
instituciones internas.  De acuerdo con Andrew Moravesik, un sistema 
legal interno constituye un cuerpo de preferencias sociales, intereses e 
ideas que eventualmente determina el tipo de comportamiento estatal 
frente a ciertas instituciones internacionales.16  De tal forma, aquellos 
países con sistemas codificados de raíz europea continental tenderán 
a preferir la jurisdicción de cortes internacionales, como la CIJ; pues 
estos organismos reflejan mejor sus propios sistemas legales.  Esto se 
debe a que los sistemas legales civiles son más afines al derecho inter-
nacional público, sobre todo en el uso de bona fides; es decir,  la buena 
fe como base de todo acuerdo regido por el derecho y que supone el 
cumplimiento de las obligaciones que asumen las partes mediante el 
acuerdo en cuestión.  Por el hecho de estar en La Haya, la CIJ está 
expuesta a la tradición europea continental, la cual es predominante 
civil y no consuetudinaria.  La similitud entre los sistemas civiles y el 
derecho internacional público hace que aquellos países con tradición 
de derecho romano y civil tengan una predilección natural hacia el 
uso de cortes y tribunales constituidos bajo el derecho internacional 
público.  Según Emilia Powell y Sara Mitchell, los países con tradición 
jurídica civil aceptan principios legales similares a los de sus estructuras 
internas, los cuales facilitan la correlación de comportamientos y la 
adjudicación de disputas ante tribunales internacionales.17
A pesar de su aparente parsimonia, la corriente teórica basada en tradicio-
nes legales enfrenta serios problemas empíricos, especialmente cuando 
es confrontada con la realidad latinoamericana.  La mayoría de los países 
en el sistema internacional están regidos por sistemas legales civiles; no 
obstante, América Latina es la región más propensa a someter sus dis-
putas territoriales a tribunales como la CIJ.  Por ejemplo, en el 2008, la 
mitad de los casos sobre disputas territoriales y marítimas que examinó 
la Corte provenían de la región latinoamericana y no de la europea, pese 
a que la tradición civil proviene precisamente de Europa.18















Asimismo, si la tradición legal determina el tipo de foro, entonces se 
debería observar un número considerable de casos históricos latinoa-
mericanos adjudicados a la Corte.  No obstante, el uso de la CIJ como 
foro de resolución de disputas es relativamente reciente.  Hasta antes 
de 1992 solo Honduras y El Salvador habían acudido a ese foro en la 
década de los sesenta, en tanto que ningún otro país latinoamericano 
había referido su disputa territorial ante dicho tribunal.  Al contrario, 
en casos anteriores han existido arbitrajes ajenos a la región, con varios 
países europeos e incluso Estados Unidos fungiendo como árbitro y 
mediador.19  
Aún más, la Corte en la Haya no es el único tribunal regido bajo el 
derecho internacional público, existen otros foros regionales y globales 
que están igualmente inspirados en el derecho internacional.   Espe-
cíficamente, los países centroamericanos, quienes más asiduamente 
han acudido a la jurisdicción de la CIJ en los últimos años, tienen la 
posibilidad de llevar sus disputas a un tribunal sub-regional, como la 
Corte Centroamericana de Justicia (CCAJ). Más que ningún otro tri-
bunal internacional, la CCAJ es la que mejor refleja la tradición legal 
centroamericana, ya que está inspirada en el derecho civil, tiene su 
origen en un pasado común centroamericano y, de hecho, sus jueces 
son juristas que provienen de la región misma. No obstante, ningún 
país centroamericano ha sometido una disputa territorial ante dicho 
foro sub-regional; lo cual revela que el peso de la tradición jurídica es 
menos relevante de lo que la propia teoría sugiere.20
El resto de los países latinoamericanos carece de un tribunal interame-
ricano adonde llevar sus disputas, pero el menú de foros no se restringe 
a los regionales y la CIJ.  Aquellos países con conflictos marítimos y 
de navegación fluvial, como Perú-Chile, Nicaragua-Honduras, Costa 
Rica-Nicaragua y Belice-Guatemala podrían acudir al Derecho del Mar, 
cuyo régimen está asentado en un documento universal, uno de los 
más importantes del derecho internacional público, la Convención de 
Montego Bay de 1982.  Bajo este régimen los países tienen al menos 
cuatro medios disponibles para solucionar sus diferendos, incluyendo 
la invocación del Tribunal Internacional del Derecho del Mar, con sede 
en Hamburgo, el establecimiento de un tribunal de arbitraje con base 
en el propio acuerdo de la Convención de Montego Bay, el estable-
cimiento de un tribunal de arbitraje especial diseñado de acuerdo al 















caso o la invocación de la CIJ. No obstante, hasta hoy, solo dos países 
caribeños, Guyana y Surinam, han acudido al régimen internacional 
del derecho del mar; esto a pesar de poseer tradiciones legales basadas 
en el derecho común o consuetudinario. El resto de los países que han 
utilizado arbitrajes internacionales se ha ido por el camino de la CIJ. 
La evidencia por tanto parece sugerir que en el mejor de los casos, la 
tradición legal de un país ofrece meramente una condición necesaria, 
pero no suficiente para explicar el fenómeno sobre la búsqueda de 
foros de conveniencia en América Latina.
La legitimidad internacional y la selección de foros
Finalmente, las tesis constructivistas ofrecen un tercer enfoque teórico 
cuyo eje reside en el peso de una variable intangible, como la legiti-
midad internacional.  Desde esta perspectiva, los actores estatales se 
preocupan no solamente por maximizar sus ganancias materiales, sino 
por legitimar sus acciones.  Los países, especialmente los más débiles, 
comparten preocupaciones sobre la legitimidad de las instituciones in-
ternacionales, en especial su autoridad y poder moral.21  Según autores 
como Ian Hurd, la legitimidad internacional es un atributo subjetivo 
entre un actor que percibe y una institución que es percibida por sus 
miembros. La legitimidad internacional emana pues de un complejo 
de símbolos, autoridad e historia institucional.  De tal forma, ciertos 
foros internacionales son preferidos sobre otros organismos internacio-
nales porque confieren y de ellos emana legitimidad colectiva en sus 
procedimientos y decisiones.  Es decir, una organización internacional 
es percibida como legítima cuando sus acciones, pronunciamientos y 
resoluciones han sido reconocidos como aquellos que representan la 
perspectiva de la totalidad de la comunidad internacional.22
El enfoque constructivista parece explicar parte del enigma latino-
americano.  La Haya no es meramente la corte internacional con 
mayor autoridad legal, es también la que ofrece relativa neutralidad 
en su composición, así como una historia reciente de deliberaciones 
imparciales, lo que ofrece incentivos de peso para invocar su poder. 
Procedimentalmente, la CIJ puede ser un foro inflexible y rígido, pero la 
percepción de éste como una instancia técnica y objetiva de resolución 
jurídica de conflictos limítrofes, ajena de las influencias regionales lo 
hace especialmente atractivo. Su poder radica, precisamente, en que no 















posee interés alguno en la región y puede analizar los casos con cierta 
distancia de los complejos regionales que afectan foros como la OEA. 
Por otro lado, al ser una autoridad jurídica cuya tradición no se despren-
de de ninguna de las tradiciones jurídicas latinoamericanas, permite 
desmilitarizar y despolitizar los conflictos territoriales, convirtiéndolos 
en asuntos legales, sujetos de argumentación jurídica exclusivamente 
entre abogados litigantes del derecho internacional público.
Asimismo, su legitimidad como foro internacional permite incrementar 
los costos por incumplimiento, en caso de que uno de los disputantes 
decida no acatar sus resoluciones.  El incumplimiento de una sentencia 
de la CIJ tiene repercusiones en el prestigio y reputación de un Estado, 
pudiendo inclusive llegar al Consejo de Seguridad de la ONU, adonde 
pueden aplicarse sanciones y medidas de uso de fuerza.  De ahí que la 
invocación de la Corte no corresponda meramente un acto legítimo, 
sino a una estrategia política dispuesta a llevar el caso hasta sus últimas 
consecuencias.  Esto tiene a su vez implicaciones en el uso de foros 
regionales, pues los estados disputantes preferirán llevar sus querellas 
a los foros con mayor autoridad legal y legítima y adonde los costos por 
incumplimiento sean mayores, lo cual en última instancia favorece a los 
foros y tribunales globales. ¿Por qué llevar el caso a un tribunal local, 
cuando el global ejerce mayor autoridad moral y sustantiva?23
La legitimidad de un tribunal internacional permite igualmente señali-
zar más claramente las intenciones de un estado dispuesto a solucionar 
su disputa limítrofe con un vecino disputante.  Un país que apela a 
la jurisdicción de la CIJ literalmente se ata las manos al someter una 
parte de su reclamada soberanía a la decisión final de un órgano que 
le es ajeno, pero que posee autoridad reconocida.  De tal forma, iniciar 
un procedimiento legal ante un foro internacional legítimo es en sí 
mismo un acto simbólico que señaliza intención y compromiso con 
la resolución del conflicto.  Ningún estado iniciaría un procedimiento 
legal costoso en sí mismo y legalmente vinculante sin tener la voluntad 
de resolverlo. De tal forma, los estados disputantes tienen incentivos 
de peso para acudir a foros que son internacionalmente legítimos.  
No obstante, la explicación constructivista no escapa del todo a una se-
ria de enigmas presentes en los casos latinoamericanos sobre limítrofes 
territoriales.  La CIJ no posee monopolio exclusivo sobre la legitimidad 
internacional, otros foros y actores globales poseen poder y autoridad 















moral de peso.  Por ejemplo, entre 1979 y 1984 Argentina y Chile se 
sometieron a la mediación internacional del Papa en la disputa bilateral 
por el Canal del Beagle, luego de que la Junta militar argentina recha-
zara unilateralmente el Laudo Arbitral  de la corona británica de 1977. 
Paradójicamente, una de las decisiones que llevaron a la Argentina a 
respetar la mediación papal, a pesar de que ésta favoreció a Chile, 
fue precisamente el peso moral y la legitimidad internacional que el 
gobierno argentino (tanto militar y luego civil) confirió a la autoridad 
de Juan Pablo II.24  Curiosamente, Guatemala y Belice consideraron al 
Vaticano como alternativa luego de la fracasada mediación del Fondo 
de Paz de la OEA, pero en última instancia parecen haber preferido el 
camino hacia la CIJ por encima del Santo Padre.  ¿Por qué la Corte y 
no la Santa Sede o el Tribunal de Hamburgo, los cuales gozan de reco-
nocimiento y legitimidad internacional?  La explicación constructivista 
solo resuelve una parte del enigma, la preferencia por foros legítimos, 
aunque no esclarece por qué ciertos foros legítimos son elegidos por 
encima de otros que poseen igual peso, poder y autoridad moral.  
Difusión de políticas y los efectos regionales
La evidencia de los casos latinoamericanos que han presentado sus 
querellas ante la jurisdicción de la CIJ indica la presencia de difusión 
de políticas entre países vecinos.  La difusión internacional involucra 
la adopción de políticas similares en distintos ambientes nacionales, 
lo cual produce semejanzas entre la diversidad de estados.  La difusión 
de políticas es un fenómeno estudiado, sobre todo,  por los analistas 
de políticas públicas y económicas. Según esta literatura, los patrones 
de difusión de políticas evidencian tres características principales, las 
cuales incluyen una onda de difusión, una concentración regional y la 
explosión o disgregación de elementos comunes entre una diversidad 
de países.25 
Por ejemplo, durante la década de los ochenta Chile fue el país pionero 
en abrir su mercado interno al libre comercio e introducir un sistema 
de ahorro para el retiro.  Esta política fue posteriormente adoptada en 
países vecinos, incluyendo la Argentina y México, en la década de los 
noventa.  El modelo chileno pronto fue exportado allende de la región 
y fue adoptado por países diversos y diferentes en Europa del Este y 















Asia.  La difusión de políticas públicas sobre apertura comercial y siste-
mas de ahorro por tanto inició en Chile, se esparció regionalmente en 
América Latina cual se fuera una ola y se disgregó internacionalmente 
en el resto de países en desarrollo.      
De cierta forma, se puede afirmar que la preferencia latinoamericana 
por la CIJ en materia de resolución de disputas territoriales y marítimas 
tiene un patrón similar a la difusión de políticas. Primero, el mapeo 
de los casos sometidos ante la Corte parece, en efecto, mostrar una 
evolución similar al de una onda u ola.  Originalmente, el tribunal en 
La Haya tuvo muy pocos seguidores.  De hecho, El Salvador y Hon-
duras fueron los pioneros de esta ruta cuando en 1986 sometieron a 
la Corte su caso por el cual habían peleado una guerra en la década de 
los sesenta —la ya harto conocida guerra del fútbol— y sobre el cual 
ya habían intentado dirimir, infructuosamente, a través de un arbitraje 
internacional de La Haya en 1960.26  En 1989, Nicaragua se adhiere 
a esta estrategia al introducir una petición de intervención en el caso 
por la disputa del Golfo de Fonseca, sobre el cual existía una disputa 
histórica entre los tres países centroamericanos.  Para la década de los 
noventa, un número adicional de seguidores centroamericanos se une 
a esta política, cuando Costa Rica llevó su caso en contra de Nicaragua 
por el Río de San Juan y Nicaragua a su vez llevó a Colombia a la Corte 
por su disputa en las islas en el mar del Caribe. Para el 2005, más de la 
mitad de todas las disputas marítimas y territoriales en Centroamérica 
se encontraban ya bajo la jurisdicción de La Haya. Gradualmente, la 
ola alcanzó a Sudamérica, cuando en 2008 Perú demandó a su vecino 
sureño, Chile, ante el mismo foro al que sus contrapartes centroame-
ricanos habían acudido en los noventa.
Cabe notar que el hecho de que este fenómeno haya iniciado pre-
cisamente en Centroamérica no es casual.  Los países de la región 
centroamericana fueron influidos, positivamente, por el impacto 
que la decisión del caso Nicaragua versus Estados Unidos tuvo en 
la credibilidad de la CIJ a mediados de los ochenta.  Efectivamente, 
en un caso que evoca el mito bíblico de David en contra de Goliat, 
Nicaragua demandó a Washington por las actividades militares y pa-
ramilitares en y contra su gobierno durante la década de los ochenta. 
En una decisión que tomó a todos por sorpresa, la Corte dictaminó en 
favor de Nicaragua, pero los Estados Unidos se negaron a respetar la 















decisión, argumentando que ésta no tenía jurisdicción sobre el caso.27 
Después de la decisión de la Corte los Estados Unidos retiraron su 
declaración de aceptar la jurisdicción obligatoria de la Corte, aunque 
para Nicaragua esto representó una auténtica victoria legal y jurídica 
que, eventualmente, modificó las percepciones centroamericanas sobre 
este mismo órgano internacional.  En otras palabras, el caso incrementó 
la legitimidad internacional de la CIJ como foro neutral e imparcial 
de resolución de disputas.
La segunda característica que evidencian los casos presentados ante 
la Corte es su concentración geográfica. Las teorías sobre difusión de 
políticas sugieren que la proximidad y vecindad geográfica influyen en 
la difusión.28  Como se ha dicho antes, la ola inició en Centroamérica, 
entre estados pequeños y vecinos con capacidades militares simétri-
cas. Se trata de una región geográfica latinoamericana que interactúa 
regularmente a través de flujos comerciales y diversas redes diplomá-
ticas. Los países que la conforman comparten una historia común, 
incluyendo un pasado reciente de conflicto bélico e intervenciones 
internacionales.
Por consiguiente el patrón jurídico seguido por los casos latinoame-
ricanos revela una concentración geográfica en fases y con tempora-
lidad.  La primera fase cubriría la década de los ochenta y principios 
de los noventa, con los casos presentados en La Haya por El Salvador, 
Honduras y Nicaragua por el Golfo de Fonseca.  Se trata de estados 
que no solamente son vecinos —lo que evidencia el papel de la proxi-
midad geográfica como factor que contribuye a la difusión— sino que 
además tenían como tribunal alterno la propia CCAJ. La segunda 
fase inicia con la demanda costarricense en contra de Nicaragua en el 
2001, con lo cual cuatro países centroamericanos iniciaron litigios en 
el máximo tribunal judicial y global.  La tercera fase se da en el 2003, 
cuando Nicaragua demanda a Colombia en la CIJ, lo que provoca una 
expansión de la onda más allá de Centroamérica.  La cuarta fase se da 
en el 2008 con la primer disputa territorial sudamericano —Perú vs. 
Chile— presentado ante La Haya desde fundación, en 1945.  El patrón 
de difusión regional persiste hasta nuestros días, pues como se ha dicho 
antes, Belice y Guatemala están por seguir el mismo patrón que sus 
vecinos al sur.  Nuevamente, ese patrón regional que hasta ahora han 
seguido los casos presentados ante la Corte sugiere un modelo similar 















al de las políticas de difusión, donde políticas públicas similares se es-
parcen primero en la región adonde se originaron y luego se expanden 
allende, hacia otras áreas y sub-regiones.29       
Durante las entrevistas realizadas con diversos funcionarios, diplomá-
ticos de Belice y Guatemala reconocieron la influencia ejercida por 
los casos presentados anteriormente por sus vecinos.30 Si bien estos 
dos países son los únicos que han intentado el camino de la OEA, el 
menú de opciones que éstos tenían para dirimir su disputa después 
de la fracasada mediación del Fondo de Paz incluía el arbitraje papal 
y el uso de otros tribunales regionales y globales.  No obstante, Belice 
y Guatemala están por seguir un camino similar al de sus vecinos. 
Esta evidencia es consistente con las tesis de difusión de políticas, las 
cuales suponen que la capacidad de influir políticas públicas es más 
evidente entre actores contiguos.  La difusión, en efecto, tiende a ser 
mayor entre estados próximos, de ahí la concentración geográfica con 
la que inicia la difusión de políticas.31
   Tercero, se identifican igualmente una serie de políticas y estrategias 
legales comunes entre la diversidad de casos presentados ante la Corte 
misma, lo cual sugiere la disgregación de elementos comunes entre 
países diversos como elemento de difusión.  Las disputas territoriales 
y marítimas en América Latina varían en términos de sus reclamos y 
legados históricos, aunque poseen rasgos comunes. No solo envuelven 
diferencias fronterizas, sino serias divergencias sobre la interpretación 
de tratados internacionales de delimitación de fronteras.32 (Orozco) 
De ahí que los países latinoamericanos acudan a foros jurídicos, pues 
desean que un juez interprete los numerosos documentos legales y 
coloniales que apoyan sus reclamos sobre territorio contestado.  No 
obstante, lo que resulta peculiarmente notable de estos casos es que a 
pesar de sus diferentes reclamos legales, los países utilizan estrategias 
jurídicas similares para crear la jurisdicción de sus casos ante la CIJ.
Por ejemplo, al demandar a Colombia frente a la Corte, Nicaragua 
invocó un tratado internacional interamericano, mejor conocido como 
el Pacto de Bogotá o Tratado Interamericano de Soluciones Pacíficas. 
Concebido por una iniciativa mexicana en 1948 y apoyado por Brasil, 
el Tratado cubre todo tipo de disputas, con excepción de las de carác-
ter interno. Sus procedimientos incluyen buenos oficios, mediación, 
conciliación, investigación, arreglo judicial y arbitraje.  El Tratado 















también estipula los pasos que habrán de seguirse en caso de que una 
de las partes decida no cumplir con un laudo, incluyendo la invocación 
de la CIJ y el Consejo de Seguridad de la ONU.  De acuerdo al jurista 
argentino Juan Puig, desde un punto de vista legal, el Pacto de Bogotá 
es perfecto, ya que no posee huecos sujetos a la interpretación o vo-
luntad de las partes en conflicto.33 A pesar de su importancia legal y su 
carácter vinculante, el Pacto era percibido como un vívido testimonio 
de rigidez jurídica que lo hacía políticamente inoperable por la falta de 
flexibilidad de sus mecanismos. Según Scheman y Ford, el Tratado era 
un buen documento legal, pero políticamente pobre.34 Ciertamente, 
hasta antes del 2001 ningún país latinoamericano había invocado el 
Pacto, muchos lo habían firmado, pero solo unos cuantos lo habían 
ratificado.  No obstante, Nicaragua utilizó el Pacto para demandar a 
Colombia y justificar la jurisdicción de la Corte sobre el caso mismo. 
Según se lee en los documentos oficiales presentados en La Haya:
Nicaragua invoca el artículo XXXI del Tratado Interamericano de So-
luciones Pacíficas (oficialmente conocido como el Pacto de Bogotá), 
firmado en abril 30 de 1948, y del cual Nicaragua y Colombia son 
partes.  Nicaragua también se refiere a las declaraciones bajo el artículo 
36 del Estatuto Constitutivo de la Corte, según la cual Nicaragua y 
Colombia aceptan la jurisdicción obligatoria de la misma, como puede 
atestiguarse por su ratificación en 1929 y 1937, respectivamente.35 
El Pacto ciertamente establece que en la ausencia de una solución 
perdurable a una disputa las partes en conflicto pueden acudir a La 
Haya. Paradójicamente, pasaron más de cinco décadas antes de que 
ningún país latinoamericano invocara este procedimiento legal. La 
estrategia nicaragüense tuvo en efecto entre sus vecinos —nuevamente 
apoyando la tesis sobre concentración geográfica— pues Costa Rica 
utilizó el mismo instrumento para demandar a Nicaragua en el 2005, 
argumentando que “La Corte también posee jurisdicción sobre la 
presente disputa de acuerdo a las provisiones en el artículo 36, párrafo 
1 del Estatuto, por virtud de la operación del Tratado Interamericano 
de Soluciones Pacíficas, firmado en Bogotá el 30 de abril de 1948, 
artículo XXXI.”36  Tan pronto como la Corte aceptó la jurisdicción 
sobre los casos, Perú utilizó el mismo argumento y tratado para crear la 
jurisdicción sobre su argumento en contra de Chile, en parte emulando 
la estrategia anteriormente utilizado por Nicaragua y Costa Rica.37 















Este caso ahora está siendo examinado detenidamente por Bolivia, 
país que podría igualmente invocar el Tratado en virtud de que Chile 
ratificó el Pacto.
La similitud de argumentos legales entre casos aparentemente dispares 
es evidente también en la práctica legal.  Los estados disputantes hasta 
ahora han acudido a los mismos juristas y consultores legales para ser re-
presentados ante la Corte misma.  Por ejemplo, Foley Hoag es el nombre 
de una firma de abogados con sede en Washington, la cual ofrece con-
sultoría legal internacional. Fue precisamente Foley Hoag la que atrajo 
la atención de un número considerable de diplomáticos cuando uno de 
sus abogados, el hoy connotado Paul Reichler, exitosamente representó 
a Nicaragua ante la Corte en su demanda contra Estados Unidos, en 
1984. En agosto del 2008, la firma estadounidense  representó casi un 
tercio de los casos en disputa en la CIJ.  Cuatro de sus clientes son países 
latinoamericanos que fueron atraídos por el éxito de su estrategia en el 
caso nicaragüense.38 Dewey and LeBoeuf es el despacho de abogados 
neoyorquino que compite por muchos de los casos que hoy lleva Foley 
Hoag.  Su experiencia jurídica incluye la representación de Honduras 
frente a El Salvador, así como el caso de Surinam frente a Guyana en una 
disputa marítima llevada bajo el  régimen internacional del derecho del 
mar. El despacho ha atraído la atención del gobierno guatemalteco, el 
cual posiblemente utilizará sus servicios para llevar su caso en contra de 
Belice; éste a su vez parece estar asesorado por un equipo legal de Foley 
Hoag.39 De tal forma, los países disputantes, independientemente de la 
diversidad de sus casos, utiliza no sólo estrategias y políticas similares 
para construir el argumento sobre el cual basar la jurisdicción de la 
Corte, sino que acude a los mismos despachos de abogados, inspirados 
en parte por el éxito relativo de casos anteriores.
Esto plantea una serie de cuestionamientos sobre el proceso de toma 
decisión; es decir, quién decide que el caso habrá de llevarse ante la 
CIJ.  En América Latina, el estudio de la política exterior se ha aboca-
do al nivel individual, con especial énfasis en el papel del ejecutivo.40 
Como sostienen Jeanne A.K. Hey y Frank Mora, “la cultura política 
latinoamericana, especialmente su tradición personalista y autoritaria, 
ha acentuado el papel del Ejecutivo. La política exterior de América 
Latina, aún más que la política interna, ha sido coto tradicional del 
presidente y de una élite limitada.”41 















Ciertamente, la tradición presidencial persiste en la conducción de 
la política exterior latinoamericana. Sin embargo, la mayoría de los 
presidentes de la región conoce poco sobre relaciones internacionales 
y usualmente suelen estar asesorados por un grupo de expertos que, en 
su mayoría, son abogados, juristas y diplomáticos con formación legal o 
económica.  Esto es evidente en el enfoque profundamente legalista y 
jurídico sobre el cual descansa la mayor parte de las políticas exteriores 
de la región.42  La práctica histórica de nombrar a juristas y, en menor 
medida economistas, como jefes de las respectivas cancillerías refuerza 
la creencia y el sesgo de que el mejor enfoque para solucionar crisis y 
disputas es a través de medios igualmente jurídicos.  
Esto significa que a pesar de que existe un menú de foros regionales y 
globales adonde dirimir disputas internacionales, los sesgos personales 
de un coto exclusivo de expertos legales determina el foro de resolución. 
Como sostiene Kurt Weyland, la cohesión política entre los tomadores de 
decisión, los cuales suelen compartir una misma visión del mundo, hace 
que éstos usualmente rechacen otros caminos alternos, aún si las alter-
nativas son menos costosas y más expeditas.43 Así pues, los disputantes 
latinoamericanos que han acudido a la CIJ lo han hecho no porque haya 
habido una estrategia racional, basada en maximización de beneficios 
y minimización de costos, sino como resultado de una serie de sesgos 
que los lleva a emular prácticas de otros y a seguir senderos ya conoci-
dos.  De ahí que la mayoría de los países hayan seguido el modelo de El 
Salvador y Honduras, basado en el foro más conocido por los juristas 
latinoamericanos —el de la CIJ— y no los modelos alternos de Guyana 
y Surinam o Belice y Guatemala, los cuales utilizaron senderos alternos 
menos conocidos —Derecho del Mar y Fondo de Paz de la OEA.
Conclusiones
El arreglo judicial y arbitraje a través de tribunales internacionales ha 
emergido como uno de los métodos preferidos de solución de contro-
versias en las últimas dos décadas.  La conclusión que puede derivarse 
de este estudio es que a pesar de que existe un menú de opciones sobre 
resolución de disputas que incluyen foros y tribunales sub-regionales, 
regionales y globales, los estados prefieren ciertos foros sobre otros. 
Uno de los hallazgos más interesantes de esta investigación es que los 















atributos institucionales de las instituciones en cuestión no parecen 
guiar la elección del foro de conveniencia.  Los resultado pues no 
son consistentes con las teorías que ponen el foco de atención en la 
flexibilidad, centralización o membresía de la organización.  De igual 
modo, las tesis sobre tradiciones legales tampoco responden al enigma 
planteado por los casos latinoamericanos.
En cambio, la línea teórica constructivista y los enfoques sobre difusión 
de políticas echan luz sobre el fenómeno latinoamericano que consiste 
en llevar las disputas a ciertos foros globales en lugar de otras alternati-
vas institucionales.  En la mayoría de los casos aquí discutidos, lo que 
en apariencia asemeja una consideración estratégica sobre el tipo de 
foro a ser utilizado, en realidad es producto de difusión, emulación y 
sesgos entre países próximos.
A pesar de los hallazgos aquí presentados, existen aún una serie de 
enigmas que merecen ser explicados y que justifican un proyecto de 
investigación para otro artículo.  Por ejemplo, ¿puede la onda de di-
fusión que hasta ahora ha estado limitada a casos centroamericanos y 
dos sudamericanos, expandirse más allá de la región?  El entusiasmo 
por la CIJ en África y Europa central sugiere patrones de difusión 
que van más allá de América Latina y valdría la pena examinar si 
otros casos presentados ante La Haya han sido influidos por los la-
tinoamericanos.  El argumento aquí desarrollado merece un estudio 
más detallado, especialmente en la identificación de la causas de la 
difusión misma. La literatura sobre difusión de políticas hasta ahora 
disponible ofrece explicaciones diversas y no del todo compatibles 
entre sí.  Constructivistas como Martha Finnemore enfatizan el 
papel de las organizaciones internacionales en la creación de normas 
y patrones de comportamiento, adonde la difusión es generada por 
la necesidad de obtener y acrecentar legitimidad internacional.44 
Para teóricos influidos por tesis cognitivas, como Kurt Weyland, la 
difusión es resultado de inferencias y juicios que emanan no de foros 
internacionales, sino de los tomadores de decisión.45 Un estudio com-
parado entre casos latinoamericanos presentados ante la Corte podría 
ofrecer una forma original e innovadora de testear esas dos diferentes 
explicaciones teóricas.    
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¿Foros a la carta  
o difusión de políticas?   
Algunas líneas teóricas sobre la resolución de disputas territoriales 
en América Latina a través de procedimientos  
judiciales y arbitraje internacional
En años recientes una creciente literatura sobre resolución de conflic-
tos territoriales y marítimos a través de procedimientos judiciales ha 
florecido.  Los países dispuestos a dirimir sus disputas pueden acudir 
a una plétora de foros, incluyendo tribunales regionales y globales.  No 
obstante, algunos estados prefieren el uso de cortes globales en lugar 
de invocar foros regionales. 
¿Qué factores explican esta elección de foros?  Este ensayo examina 
la elección de foros por conveniencia analizando diversos casos de 
disputas territoriales y marítimas en América Latina.  La evidencia 
de estos casos sugiere que la elección del foro no parece estar influida 
por estrategias racionales o por el diseño institucional. En su lugar, se 
sugiere que algunos países invoquen cortes específicos motivados por 
patrones de difusión de políticas y sesgos cognitivos.    
ABSTRACT 
Forum Shopping or Policy Diffusion? 
Different lines of thought on territorial dispute settlement in La-
tin America through international arbitration and litigation
In recent years a growing literature on the resolution of territorial 
disputes via judicial processes has flourished. Countries willing to 
settle their maritime and territorial disputes have a plethora of forum 
options available, including regional and global tribunals.  Yet, some 
states seem to prefer global courts over regional tribunals.  
What explains this choice of forum?  The article explores forum selec-
tion by analyzing Latin American cases of territorial dispute settlement. 
Evidence from these cases suggests that forum choice is not all strategic 
bargaining or institutional design.  Rather states seek specific courts 
influenced by policy diffusion and cognitive biases.
















Foros à la carte ou difusão de políticas?  
Algumas linhas teóricas sobre a resolução de disputas territoriais na 
América Latina mediante procedimentos  
judiciais e arbitragem internacional
A literatura sobre resolução de conflitos territoriais e marítimos me-
diante procedimentos judiciais floresceu nos últimos anos. Os países 
dispostos a solucionar suas disputas podem recorrer a numerosos 
foros, incluindo tribunais regionais e globais. Não obstante, alguns 
Estados preferem fazer uso de cortes globais em vez de invocar foros 
regionais. 
Que fatores explicam esta eleição? Este ensaio analisa a escolha de 
foros por conveniência em diversos casos de disputas territoriais e 
marítimas na América Latina. A evidência de tais casos sugere que a 
escolha do foro não parece ser influenciada por estratégias racionais 
ou pelo desenho institucional. Em seu lugar, aventa-se a ideia de que 
alguns países lançam mão de cortes específicas motivados por padrões 
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Contributions sections. After 
receiving the assessors’ review 
they will be sent to the author 
for consideration, together 
with the suggestions made 
by the Editor or the Editorial 
Coordination. 
5) The Editorial Committee re-
serves the right to select some 
articles for their inclusion in 
other sections.  
6) The author’s brief résumé (5 
to 7 lines) should be attached 
to the articles sent for its in-
clusion in the Collaborators 
section. Articles should also 
be accompanied by a half-
page summary.  
7) The Editorial Committee 
reserves the right to accept or 
reject articles submitted, and 
the acceptance is subject to 
the introduction of modifica-
tions. 
8)  The authors of articles publis-
hed will get a complimentary 
copy of Pensamiento Propio, 
by postal service.
CALL FOR PUBLICATION PROPOSALS IN 
PENSAMIENTO PROPIO 
CRIES, through Pensamiento Propio, invites the academic community 
of the Americas and other regions to submit papers for their publication.
PENSAMIENTO PROPIO’S RULES 
















1) O artigo a ser submetido à con-
sideração do Comitê Editorial 
deve ser inédito. O texto deve 
ser enviado por correio ele-
trônico ou em disquete como 
Documento de Word, digitado 
em espaço 1 (um).
2) A extensão do artigo não deve 
superar 30 (trinta) páginas. 
Não devem ser incluídos fo-
tografias, gráficos, tabelas ou 
quadros estatísticos. Excepcio-
nalmente, o Comitê Editorial 
poderá decidir pela publicação 
de quadros ou gráficos que 
sejam considerados indispen-
sáveis para o desenvolvimento 
do tema.
3) As notas e as referências bi-
bliográficas devem aparecer 
somente no final do artigo, 
contendo sobrenome e nome 
do autor, ano da publicação 
entre parênteses, título do livro 
em itálico, cidade e editora.
4) Os originais que o Comitê Edi-
torial consi-derar apropriados 
para publicação serão submeti-
dos à avaliação de especialistas. 
Os artigos poderão ser incor-
porados à seção de Pesquisa e 
Análise ou de Perfis e Contri-
buições. Após receber os co-
mentários dos avaliadores, cada 
texto será remetido ao autor 
para a sua consideração, assim 
como as sugestões da Direção e 
da Coordenação Editorial.
5) O Comitê Editorial se reserva 
o direito de selecionar alguns 
artigos para que sejam incor-
porados nas outras seções.
6) É fundamental que o artigo en-
viado seja acompanhado tanto 
de uma breve resenha curricu-
lar do autor (de 5 a 7 linhas), 
para sua inclusão na página de 
Colaboradores, como também 
de um resumo de meia página 
de seu conteúdo.
7) O Comitê Editorial se reserva 
o direito de aceitar ou recusar 
os artigos recebidos ou de 
condicionar sua aceitação à 
introdução de modificações.
8) Os autores dos artigos publi-
cados receberão um exemplar 
de Pensamento Próprio via co-
rreio.
SOBRE A PUBLICAÇÃO DE MATERIAIS EM 
PENSAMENTO PRÓPRIO
CRIES, através da revista Pensamento Próprio, convida a comunidade 
acadêmica das Américas e outras regiões a apresentar trabalhos para publicação
NORMAS DA PENSAMENTO PRÓPRIO 
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semestral de la Coordinadora Regional 
de Investigaciones Económicas y Sociales 
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La Coordinadora Regional de Investigaciones Económicas y Sociales (CRIES), 
fundada en 1982, es una red de centros de investigación, organizaciones no-
gubernamentales, asociaciones profesionales y fundaciones, que promueven la 
investigación económica y social en América Latina y el Gran Caribe.
El propósito de CRIES apunta a la profundización de la participación de la so-
ciedad civil en los procesos de integración regional y en la formulación e imple-
mentación de políticas públicas, así como en la promoción de una agenda para 
la integración comercial, social, política y cultural de América Latina y el Gran 
Caribe.
En la actualidad CRIES cuenta con más de 70 instituciones nacionales y regio-
nales que participan en diversos programas de investigación e incidencia a nivel 
subregional y regional, orientados a fomentar la creación de un modelo regional de 
desarrollo social equitativo, participativo y sostenible de cara al nuevo milenio.
_________________________
The Regional Coordination for Economic and Social Research (CRIES) established 
in 1982, is a research center, non-profit organization, professional association and 
foundation network to promote economic and social research in Latin America 
and Great Caribbean.
CRIES purpose is headed towards the deepening of civil society participation in 
regional integration processes, and the formulation and implementation of public 
policies, as well as the agenda promotion for integrating Latin America and Great 
Caribbean’s commercial, social, political and cultural integration.
CRIES at present has more than 70 national and regional institutions that take 
part of various research and incidence programs at sub-regional and regional levels, 
oriented towards fomenting the creation of a fair, participative and sustainable 
social development regional model facing the new millennium.
_________________________
A Coordenadoria Regional de Pesquisas Econômicas e Sociais (CRIES), 
fundada em 1982, é uma rede de centros de pesquisa, organizações não-gover-
namentais, associações profissionais e fundações que promove a pesquisa nas 
áreas econômica e social na América Latina e Grande Caribe.
O propósito da CRIES aponta para o aprofundamento da participação da socie-
dade civil nos processos de integração regional, na formulação e implementação 
de políticas públicas e na promoção de uma agenda para a integração comercial, 
social, política e cultural da América Latina e Grande Caribe.
Atualmente, a CRIES conta com a participação de mais de 70 instituições 
nacionais e regionais em diversos programas de pesquisa e de incidência nos 
níveis sub-regional e regional, cujo objetivo é fomentar a criação de um modelo 
regional de desenvolvimento social eqüitativo, participativo e sustentado para 
encarar os desafios do novo milênio.
